ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / RECURSO DE APELACIÓN CONTRA SENTENCIA / OBJETO DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / FINALIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / FUENTE DEL DAÑO / HECHO DAÑOSO / OMISIÓN ADMINISTRATIVA / OPERACIÓN ADMINISTRATIVA / ACCIÓN DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES / FINALIDAD DE LA ACCIÓN DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES / OBJETO DE LA ACCIÓN DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES / PRETENSIONES DE LA DEMANDA / EXISTENCIA DEL CONTRATO / NULIDAD DEL CONTRATO / APLICACIÓN DEL CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Para dilucidar el punto, basta observar lo dispuesto por los artículos 86 y 87 del C.C.A., que definen en su orden la acción de reparación directa y la relativa a contratos para confrontar sus características con las pretensiones del libelo demandatorio. En primer lugar, la acción de reparación directa, busca: "La reparación del daño cuando la causa de la petición sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos". (Artículo 86 C.C.A.). Con la acción relativa a contratos se pretende "que se declare su existencia o su nulidad y que se hagan las declaraciones, condenaciones o restricciones consecuenciales, que se ordene su revisión, que se declare su incumplimiento y que se condene al contratante responsable a indemnizar los perjuicios y que se hagan otras declaraciones y condenaciones" (Artículo 87 C.C.A).

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTÍCULO 86 / CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTÍCULO 87
ESCOGENCIA DE LA ACCIÓN EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO / PRETENSIONES DE LA DEMANDA / CONTENIDO DE LA DEMANDA / DESTRUCCIÓN DE INMUEBLE POR ENFRENTAMIENTOS CON LA GUERRILLA / TOMA GUERRILLERA / PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES / EXCEPCIÓN DE INEPTITUD SUSTANTIVA DE LA DEMANDA - No configurada

[A]nalizadas las pretensiones que se encuentran transcritas en el numeral lo del capítulo 1 - ANTECEDENTES de la presenta providencia, se concluye claramente que ellas hacen relación al objeto de la acción de reparación directa, basados en la destrucción de un inmueble por hechos sucedidos con ocasión de una torna guerrillera y en ninguna de las peticiones se observa solicitud de pronunciamiento sobre el contrato de arrendamiento en sí mismo, de modo que no se trata de una acción contractual.

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA / DAÑO A BIEN INMUEBLE / DESTRUCCIÓN DE INMUEBLE POR ENFRENTAMIENTOS CON LA GUERRILLA / DOMINIO DE BIEN INMUEBLE / POSESIÓN DEL BIEN INMUEBLE / DERECHO DE POSESIÓN - No define la legitimación en la causa / INTERÉS JURÍDICO / INTERÉS DIRECTO / INTERÉS DIRECTO EN EL PROCESO / INTERÉS JURÍDICO DIRECTO

En cuanto a la LEGITIMACION EN LA CAUSA, cuya ausencia la hace derivar el a - quo del hecho de no haber acreditado el actor " ni el dominio ni la posesión alegados", conviene aclarar que no precisamente la carencia de esta clase de pruebas determina la falta de legitimación, pues esto sería tanto como confundir la prueba del derecho material con la legitimación en la causa, error en que fácilmente se incurre por un mal entendimiento de quienes siguen la teoría concreta de la acción. (…) [E]l punto tocante con la falta de legitimación es causa por activa, ya quedó despejando favorablemente (…); y, en segundo término por cuanto el señor (…) sí acreditó interés jurídico, serio y actual sobre la construcción que resultó destruida como consecuencia de la cruenta toma guerrillera (…), calidad de interesado tipificada por los hechos que adelante se resaltarán.

POSESIÓN DEL BIEN INMUEBLE / CONCEPTO DE POSESIÓN DEL BIEN INMUEBLE / DAÑO CAUSADO A LA PROPIEDAD, A LA POSESIÓN O A LA TENENCIA / ELEMENTOS DE LA POSESIÓN / POSESIÓN DEL PREDIO / ACREDITACIÓN DE LA POSESIÓN DEL BIEN INMUEBLE / ACTO DE POSESIÓN / ADQUISICIÓN DE LA POSESIÓN / CLASES DE POSESIÓN / INTERDICTO POSESORIO / NORMATIVIDAD DE POSESIÓN DEL BIEN INMUEBLE

La posesión. - Sin tomar partido respecto de la inmemorial polémica sobre la naturaleza jurídica de la posesión como hecho o como derecho, lo cierto es que nuestro ordenamiento legal positivo relieva tal figura jurídica para derivar de ella innumerables beneficios a quien ostente la calidad de poseedor.  Así, el art. 562 del Código Civil la define como "la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o, dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por Si mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y nombre de él"; el segundo inciso del referido precepto legal, consagra presunción de dueño para quien demuestre ser poseedor, mientras otra persona no justifique serio". Son abundantes los arts. del Código Civil que se ocupa de clasificar y subclasificar el fenómeno posesorio, pero todos encaminados a resaltar la importancia del poseedor y los amparos que las normas jurídicas han establecido en su favor, comúnmente denominados interdictos posesorios.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CIVIL - ARTÍCULO 562

POSESIÓN DEL BIEN INMUEBLE / NORMATIVIDAD DE POSESIÓN DEL BIEN INMUEBLE / POSEEDOR / ACCIONES DEL POSEEDOR / CALIDAD DE POSEEDOR / DEBERES DEL POSEEDOR / DERECHOS DEL POSEEDOR / FACULTADES DEL POSEEDOR / MODOS DE ADQUISICIÓN DEL DERECHO A LA PROPIEDAD / ADQUISICIÓN DE DERECHOS REALES / PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA DE DOMINIO / REQUISITOS DE LA PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA DEL DOMINIO / POSESIÓN CON ÁNIMO DE SEÑOR Y DUEÑO / POSESIÓN DE BUENA FE / PROTECCIÓN A LA POSESIÓN / PRUEBA DE POSESIÓN DEL BIEN INMUEBLE

Pero la consagración legislativa de la posesión y las defensas que el ordenamiento le brinda al poseedor, reflejan mayor importancia y utilidad práctica al regular uno de los modos de adquirir el dominio y demás derechos reales conocido con el nombre de usucapión o prescripción adquisitiva. En efecto, el art. 2512 del Código Civil prescribe que este modo de adquirir los derechos reales ajenos, se fundamenta o estructura primordialmente "por haberse poseído las cosas y no haberse ejercido dichas acciones y derechos durante cierto lapso de tiempo, y concurriendo los demás requisitos legales". Obsérvese como la posesión actúa en la prescripción adquisitiva como su elemento básico que al prolongarse en el tiempo y con la observancia de ciertos requisitos legales, generan el más robusto y completo de los derechos reales cual es la propiedad o el dominio (arts. 2512 y ss. del C.C. y art. 669 ibídem).

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CIVIL - ARTÍCULO 2512 / CÓDIGO CIVIL - ARTÍCULO 669

POSESIÓN DEL BIEN INMUEBLE / CONCEPTO DE POSESIÓN DEL BIEN INMUEBLE / ELEMENTOS DE LA POSESIÓN - Corpus y animus / PRUEBA DE LA POSESIÓN CON ÁNIMO DE SEÑOR Y DUEÑO / TEORÍA DE LA POSESIÓN / ACREDITACIÓN DE LA POSESIÓN DEL BIEN INMUEBLE / ACTO DE POSESIÓN / ADQUISICIÓN DE LA POSESIÓN / MODOS DE ADQUISICIÓN DEL DERECHO A LA PROPIEDAD 

Volviendo al concepto de posesión, se tiene por sabido que ésta es la resultante de dos elementos estructurales, a saber: el corpus y el animus. Aquél de índole material consistente en la relación física o de hecho entre un sujeto y el bien; el segundo, elemento intelectual, volitivo o intencional, producto del espíritu del sujeto poseedor. Ambos con fisonomía propia e independiente, pero que confluyen a la vez para aflorar la resultante posesoria. El corpus puede de cumplirse o llevarse a cabo directa o personalmente por el poseedor, o, a través de sus agentes, dependientes o nuncios que lo presenten; por el contrario, el elemento espiritual o animus es de naturaleza personalísimo y le compete tenerlo y reflejarlo directamente a quien se dice poseedor. (…) El corpus, como elemento material que es, se presenta a través de realidades y conductas fácticas, en tanto que el animus por ser de índole intencional normalmente se deduce a manifestaciones y comportamientos concluyentes del sujeto. 

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CIVIL - ARTÍCULO 981
DEMANDA / PRETENSIONES DE LA DEMANDA / PRUEBAS EN LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA / INTERPRETACIÓN DE LA DEMANDA POR EL JUEZ / ANÁLISIS DE LA PRUEBA POR EL JUEZ / DEBERES DEL JUEZ / APRECIACIÓN DE LAS PRUEBAS EN CONJUNTO / CARGA DE LA PRUEBA / CARGA DE LAS PARTES DEL PROCESO / VALORACIÓN DE LAS PRUEBAS EN CONJUNTO / PRINCIPIO DE LA SANA CRÍTICA

[D]esde el punto de vista probatorio, no constituye modelo o ejemplo de lo que debe hacer todo demandante interesado en la obtención de las consecuencias jurídicas consignadas en sus pretensiones. Pero, el juzgador tiene el deber de hacer análisis sistemático o integrado de los diversos instrumentos probatorios que obren en autos, con miras a concluir si se cumplió con la carga de la prueba de los supuestos de hecho de las normas sustanciales señaladas por el interesado. Conforme a las reglas de la sana crítica, principio general del derecho probatorio también conocido con el. nombre de persuasión racional, las distintas pruebas deberán apreciarse EN CONJUNTO, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la Ley Sustancial para ciertos actos (art. 187 del C. de P.C.). De allí que la Sala analice cada una de las probanzas atrás relacionadas indicando el mérito que le merezca, para seguidamente apreciarlas como si se tratare de un sólo HAZ PROBATORIO.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 187

DECLARACIÓN EXTRAPROCESAL DE PARTE / TESTIMONIO EXTRAPROCESO / VALOR PROBATORIO DEL TESTIMONIO / VALOR PROBATORIO DEL TESTIMONIO EXTRAPROCESO / VALORACIÓN DEL TESTIMONIO / ALCALDE MUNICIPAL / FACULTAD DEL ALCALDE / PRUEBA SUMARIA / POSESIÓN DEL BIEN INMUEBLE / ACREDITACIÓN DE LA POSESIÓN DEL BIEN INMUEBLE / ACTO DE POSESIÓN / ADQUISICIÓN DE LA POSESIÓN / MODOS DE ADQUISICIÓN DEL DERECHO A LA PROPIEDAD / PRESUNCIONES EN LA POSESIÓN / PRUEBA DE LA POSESIÓN

La circunstancia de no haberse rendido los testimonios que se comentan ante juez, sino ante el Alcalde Municipal, hoy no presenta dificultad para su apreciación o valoración puesto que el nuevo artículo 299 del C. de P.C. permite esta modalidad en tratándose de testimonios para fines no judiciales, cuando autoriza a los Alcaldes y a los Notarios para procesar tales declaraciones y, en caso como éste, tendrá el alcance de "prueba sumaria" para establecer extrajudicialmente los hechos narrados. No se olvide que el acontecimiento posesorio es un fenómeno sociológico antes que nada y que puede establecerse a través de cualquier medio probatorio.  Adicionalmente, no sobra advertir que las mentadas declaraciones extraproceso para evidenciar la posesión (…) sobre el predio comentado, fueron protocolizadas mediante instrumento público que se aportó con la demanda sin que se hubiere objetado, y mucho menos redargüido de falso. La ratificación judicial de estas declaraciones que echa de menos el Tribunal, si bien es cierto impiden tener por controvertida la probanza, también lo es que no puede restarle su eficacia inicial de "prueba sumaria" tipificadora, al menos, de un indicio sobre la posesión alegada, como fácilmente lo entiende la Sala.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 299
MEDIOS DE PRUEBA / PRUEBAS EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO / PRUEBA TESTIMONIAL / DECLARACIÓN EXTRAPROCESAL DE PARTE / TESTIMONIO EXTRAPROCESO / VALOR PROBATORIO DEL TESTIMONIO / VALOR PROBATORIO DEL TESTIMONIO EXTRAPROCESO / VALORACIÓN DEL TESTIMONIO / CONTRATO DE ARRENDAMIENTO / PRUEBA DEL CONTRATO / CONTENIDO DEL CONTRATO / POSESIÓN DE BIEN INMUEBLE / POSESIÓN CON ÁNIMO DE SEÑOR Y DUEÑO / TENENCIA DEL BIEN INMUEBLE / TENEDOR / PRESUNCIONES EN LA POSESIÓN

[L]as declaraciones extraproceso analizadas atrás, cobran mayor convicción en el juzgador, al ser complementadas por el contrato de arrendamiento suscrito (…), dado que permitir el goce de un determinado bien a cambio del pago de una renta periódica, constituye conducta normalmente realizada por quien ostenta la calidad de dueño, o por lo menos de poseedor del bien arrendado. No es que el simple tenedor no pueda igualmente celebrar negocios de arrendamiento sobre bienes ajenos que a título de tenencia ostente en un momento dado. Lo que ocurre es que en ausencia de elementos demostrativos que desvirtúen el poder dispositivo del goce de un bien, habrá de presumiese que quien así procede lo hace a manera y calidad de dueño real o presunto, como en el caso del poseedor.

POSESIÓN DE BIEN INMUEBLE / POSESIÓN CON ÁNIMO DE SEÑOR Y DUEÑO / PRUEBA DE LA POSESIÓN / ACREDITACIÓN DE LA POSESIÓN - Posesión continua / TOMA GUERRILLERA DE LA ESTACIÓN DE POLICÍA / ESTACIÓN DE POLICÍA / BIEN INMUEBLE ARRENDADO / DEPARTAMENTO / ENTIDAD TERRITORIAL / APROPIACIÓN DEL PRESUPUESTO DEL DEPARTAMENTO / CANÓN DE ARRENDAMIENTO / PAGO DEL CANÓN DE ARRENDAMIENTO / MEDIOS DE PRUEBA / PRUEBA DOCUMENTAL / CONTRATO DE ARRENDAMIENTO / PRUEBA TESTIMONIAL / DECLARACIÓN EXTRAPROCESAL DE PARTE / TESTIMONIO EXTRAPROCESO / VALOR PROBATORIO DEL TESTIMONIO EXTRAPROCESO 

Obsérvese que conforme a los certificados de reserva presupuestal expedidos por las autoridades del Departamento (…), se efectuaron las apropiaciones dinerarias para pagarle (…) las rentas o cánones mensuales, periódicos y sin solución de continuidad como contraprestación por el goce y aprovechamiento del inmueble que este señor le arrendó al Departamento del Tolima para que operare y funcionara allí el cuartel de Policía. Esta circunstancia que consta en documentos públicos y que por lo mismo auténticos procede tranquilidad en la certeza que busca el juzgador, en virtud de referirse a un período de 8 años continuos, y, adicionan el contenido probatorio de las declaraciones extraproceso atrás analizadas, para concluir que entrambas reflejan la calidad de poseedor (…) sobre el inmueble de marras, a todo lo largo de la vigencia del contrato de arrendamiento.

DAÑO ANTIJURÍDICO / ACREDITACIÓN DE DAÑO ANTIJURÍDICO / PRUEBA DEL DAÑO ANTIJURÍDICO / ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / MEDIOS DE PRUEBA / PRUEBAS EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO / PRUEBA DOCUMENTAL / BIEN INMUEBLE / POSESIÓN DE BIEN INMUEBLE / TOMA GUERRILLERA / TOMA GUERRILLERA DE LA ESTACIÓN DE POLICÍA / ESTACIÓN DE POLICÍA / BIEN INMUEBLE ARRENDADO / DESTRUCCIÓN DE BIEN INMUEBLE / DESTRUCCIÓN DE INMUEBLE POR ENFRENTAMIENTOS CON LA GUERRILLA

[L]as copias auténticas de los documentos remitidos por la Dirección General de la Policía Nacional (…), establecen la preexistencia del inmueble de marras, a la fecha de la toma guerrillera (…), a la vez que la destrucción total del bien cuando lo ocupaba la policía del lugar, por cuenta y nombre del arrendador (…) a quien en el medio se le reconocía como dueño y señor del mismo. La construcción o casa donde operaba el cuartel de policía, (…) quedó convertida en escombro, lo que constituye pérdida total de la misma; sobre ello se estructura la noción de daño cuya indemnización se pretende.

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / POSEEDOR / CALIDAD DE POSEEDOR / PRUEBA DE LA POSESIÓN / ARRENDAMIENTO DE BIEN INMUEBLE / CONTRATO DE ARRENDAMIENTO / DEPARTAMENTO / ENTIDAD TERRITORIAL / ESTACIÓN DE POLICÍA / ACREDITACIÓN DE LA POSESIÓN / MEDIOS DE PRUEBA / REGLAS DE LA SANA CRÍTICA / POSESIÓN CON ÁNIMO DE SEÑOR Y DUEÑO / PRESUNCIÓN DE DOMINIO / APLICACIÓN DEL CÓDIGO CIVIL

[P]ara la Sala no cabe duda alguna sobre la calidad de poseedor (…) sobre la construcción arrendada al Departamento del Tolima para ser utilizada por el comando de la policía en la población de la Herrera, desde luego que el conjunto de elementos probatorios, analizados conforme a reglas de sana crítica, señalan, a las claras, que dicho señor, desde tiempo atrás (…) realizaba conductas de tal naturaleza que tan sólo da derecho el dominio o propiedad, por lo que acreditaba la situación posesoria debe aplicarse la presunción de dominio establecida por el art. 672 del Código, Civil, la que no resultó desvirtuada en este proceso.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CIVIL - ARTÍCULO 672
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / ALCANCE DEL DEBER DE PROTECCIÓN DEL ESTADO / ESTADO SOCIAL DE DERECHO / CUMPLIMIENTO DE LA FINALIDAD DEL ESTADO / FINALIDAD DEL ESTADO SOCIAL DE DERECHO / RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA / TÍTULO DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD SUBJETIVA / FALLA DEL SERVICIO / RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD OBJETIVA / TEORÍA DEL RIESGO / DAÑO OCASIONADO POR EJECUCIÓN DE OBRA PÚBLICA / DAÑO ESPECIAL / TEORÍA DEL DAÑO ESPECIAL / OCUPACIÓN DE BIEN INMUEBLE / RUPTURA DEL EQUILIBRIO DE LAS CARGAS PÚBLICAS / ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA

La responsabilidad de la administración, no solamente surge por la omisión, tardanza o deficiencia en la prestación de los servicios públicos a su cargo, que es lo que tradicionalmente se conoce con el nombre de " falla o falta en el servicio".  Su verdadero fundamento se encuentra en algo más de contenido universal cuya finalidad es protección del derecho a los administrados. (…) Moderadamente la responsabilidad administrativa puede tener diversos orígenes, así: a) en la llamada falta del servicio, b) en la teoría del riesgo; c) en los daños ocasionados por trabajos públicos; d) en el llamado daño especial; e) en la exportación y ocupación de inmuebles en caso de guerra; f) en el rompimiento de la igualdad de los administrados frente a las cargas públicas; g) en el enriquecimiento injusto.

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / RÉGIMEN OBJETIVO DE RESPONSABILIDAD / APLICACIÓN DEL RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO DE CARÁCTER OBJETIVO / DEFENSA DEL PATRIMONIO PÚBLICO / REPARACIÓN DE PERJUICIOS / DAÑO PATRIMONIAL / INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS

Al constituir la institución de la responsabilidad de la Administración al margen de toda idea de ilicitud o culpa, el fundamento de aquélla se desplaza desde la respectiva tradicional de la acción del sujeto responsable (que parte de la concepción primitiva de ver en la responsabilidad patrimonial la sanción de una conducta culpable) a la del patrimonio de la persona lesionada. La responsabilidad pasa a reposar de este modo sobre un principio abstracto de garantía de los patrimonios, dejando de ser una sanción personal por un comportamiento inadecuado para convertirse en un mecanismo objetivo de reparación, que se pone en funcionamiento sólo sí, en la medida en que, se ha producido una lesión patrimonial.

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la responsabilidad patrimonial del Estado bajo el régimen objetivo, ver sentencia de 20 de febrero de 1989, C.P. Antonio Jose De Irisarri Restrepo.
DAÑO ESPECIAL / DAÑO ESPECIAL DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO DE CARÁCTER OBJETIVO / IMPUTACIÓN DEL DAÑO ESPECIAL / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR DAÑO ESPECIAL / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑO ESPECIAL / TEORÍA DEL DAÑO ESPECIAL / CONCEPTOS DOCTRINARIOS / REITERACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA / DAÑO DERIVADO DE LA FUNCIÓN ADMINISTRATIVA / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑOS OCASIONADOS EN EJERCICIO DE ACTIVIDAD LEGÍTIMA / PRINCIPIO DE IGUALDAD FRENTE A LAS CARGAS PÚBLICAS / PRINCIPIO DE EQUIDAD / VIOLACIÓN DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD FRENTE A LAS CARGAS PÚBLICAS / RUPTURA DEL EQUILIBRIO DE LAS CARGAS PÚBLICAS

La teoría del daño especial. Se ha reconocido por la doctrina y la jurisprudencia que se compromete la responsabilidad patrimonial de la administración pública cuando ésta, en ejercicio de sus competencias y obrando dentro del marco de las disposiciones legales, causa con su actuación un perjuicio de naturaleza especial y anormal aun administrado, un daño que excede el sacrificio que el común de los ciudadanos debe normalmente soportar en razón de la peculiar naturaleza de los poderes públicos y de la actuación estatal. Responde el Estado, a pesar de la legalidad total de su actuación, de manera excepcional y por equidad, cuando al obrar de tal modo, en beneficio de la comunidad, por razón de las circunstancias de hecho en que tal actividad se desarrolla, causa al administrado un daño especial, anormal, considerable, superior al que normalmente deben sufrir los ciudadanos en razón de la especial naturaleza de los poderes y actuaciones del Estado, rompiéndose así la igualdad de los mismos frente a las cargas públicas, o a la equidad, que debe reinar ante los sacrificios que importa para los administrados la existencia del Estado.

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la responsabilidad del Estado por daño especial ver sentencia del 28 de octubre de 1976, Exp. 4655, C.P. Antonio José de Irisarri Restrepo.
APLICACIÓN DE LA TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL / CONCEPTO DE LA TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL / ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR RIESGO EXCEPCIONAL / ELEMENTOS DE LA TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL / MODALIDAD DE LA TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL / REQUISITOS DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR RIESGO EXCEPCIONAL / REQUISITOS DE TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR RIESGO EXCEPCIONAL / TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL / APLICACIÓN DEL PRINCIPIO IURA NOVIT CURIA / FACULTADES DEL JUEZ

[L]as razones de equidad que deben orientar al intérprete del derecho, también han sido relevadas por ésta Sala, para darle cabal cumplimiento a los principios que actualmente orientan la responsabilidad administrativa del Estado, cuando al ocuparse de la teoría de la responsabilidad por el riesgo excepcional reconoce que a pesar de demostrarse diligente actuación del ente administrativo el perjuicio también puede ser achacable a la entidad, pues, " si bien la falla del servicio es el régimen de derecho común de la responsabilidad extracontractual del Estado, bien pueden existir regímenes diferentes a aquél de derecho común. La afirmación anterior reviste importancia precisamente frente a perjuicios como el que plantea el presente proceso, en los cuales así se desconozca el porqué de un accidente, la Corporación considera procedente la indemnización, y con apoyo en el principio de jura novit curia, aplique la teoría del riesgo excepcional.

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la ruptura del equilibrio de las cargas públicas, ver sentencia de 22 de agosto de 1989, Exp. 5408, C.P. Antonio José de Irisarri Restrepo, sentencia de 30 de enero de 1987, Exp. 4493, C.P. Carlos Betancur Jaramillo, sentencia de 3 de mayo de 1990, Exp. 5497, C.P. Antonio José de Irisarri Restrepo. Sobre la responsabilidad patrimonial del Estado bajo la teoría del riesgo excepcional, ver sentencia de 24 de abril de 1991, Exp. 6110, C.P. Policarpo Castillo Dávila, sentencia de 27 de junio de 1991, Exp. 6454 C.P. Julio César Uribe Acosta.

INTERPRETACIÓN DE LA DEMANDA / INTERPRETACIÓN DE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA / INTERPRETACIÓN DE LA DEMANDA POR EL JUEZ / FUNCIÓN INTERPRETATIVA DEL JUEZ / INTERPRETACIÓN OFICIOSA DEL JUEZ / FUNDAMENTACIÓN DE LA DEMANDA / FUNDAMENTO FÁCTICO DE LA DEMANDA / HECHOS DE LA DEMANDA / REITERACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA / APLICACIÓN DEL PRINCIPIO IURA NOVIT CURIA / MOVIMIENTO ALIANZA DEMOCRÁTICA M19 / GRUPO ARMADO AL MARGEN DE LA LEY / ACTIVIDAD GUERRILLERA / ATAQUE GUERRILLERO / DESTRUCCIÓN DE INMUEBLE POR ENFRENTAMIENTOS CON LA GUERRILLA / TOMA GUERRILLERA / TOMA GUERRILLERA DE LA ESTACIÓN DE POLICÍA

[L]a Sala accederá a las súplicas del libelo demandatario, aunque de manera explícita el actor no hubiere invocado como fundamento de sus pretensiones las bases doctrinarias y jurisprudenciales que se acaban de dejar vislumbradas en el considerando anterior. Como bien se sabe, es tarea del juzgador adecuar los hechos narrados por las partes a la normatividad legal y principios jurídicos que corresponda según el legendario principio jura notiv curia, pues, lo único que no puede suplirse son las informaciones fácticas. Del análisis probatorio que atrás hizo la Sala, no cabe duda alguna que el grupo guerrillero M - 19 irrumpió injustamente en ataque bélico contra el cuartel de la policía (…) desde tempranas horas de la madrugada, efectuando desmanes de todo género en contra de la vida, la integridad personal y bienes pertenecientes no solamente a la institución policiva allí localizada, sino además contra múltiples de los ciudadanos allí radicados.

TOMA GUERRILLERA / TOMA GUERRILLERA DE LA ESTACIÓN DE POLICÍA / GRUPO AL MARGEN DE LA LEY / DELITO COMETIDO POR GRUPO AL MARGEN DE LA LEY / DEBER DE PROTECCIÓN DEL ESTADO / ALCANCE DEL DEBER DE PROTECCIÓN DEL ESTADO / POSICIÓN DE GARANTE DEL ESTADO RESPECTO DE PERSONAS EXPUESTAS A RIESGO EXTRAORDINARIO / DEBER DE CUSTODIA, VIGILANCIA Y CUIDADO / FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES / DEBER DE PROTECCIÓN DE LA FUERZA PÚBLICA / DEBER DE PROTECCIÓN DE LA POLICÍA NACIONAL / FUNCIONES DE LA POLICÍA NACIONAL / FUNCIONES DEL AGENTE DE POLICÍA / DEBERES DE LA POLICÍA NACIONAL / CONSERVACIÓN DEL ORDEN PÚBLICO / PROTECCIÓN A LA POBLACIÓN CIVIL

La Sala entiende, como también entendió el demandante, que el exiguo número de agentes policiales destinados a mantener el orden público y a garantizar la vida, honra y bienes de los habitantes de aquél alejado rincón del país, obrando dentro del límite de sus capacidades, hasta el punto de que los supérstites bien merecieron distinciones y condecoraciones por coraje y valentía al tratar de defenderse y defender a los pobladores del lugar, del cobarde ataque irrogado por el comando guerrillero, pero ello no es óbice para que con aplicación de las tesis antes esbozadas la Nación Colombiana resulte condenada por responsabilidad administrativa y tenga que indemnizar los daños que aquí se demandar.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑO ESPECIAL / DAÑO ESPECIAL / DAÑO ESPECIAL DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO DE CARÁCTER OBJETIVO / IMPUTACIÓN DEL DAÑO ESPECIAL / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR DAÑO ESPECIAL / TEORÍA DEL DAÑO ESPECIAL / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑOS OCASIONADOS EN EJERCICIO DE ACTIVIDAD LEGÍTIMA / VIOLACIÓN DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD FRENTE A LAS CARGAS PÚBLICAS / RUPTURA DEL EQUILIBRIO DE LAS CARGAS PÚBLICAS / DAÑO PATRIMONIAL / DESTRUCCIÓN DE INMUEBLE POR ENFRENTAMIENTOS CON LA GUERRILLA / TOMA GUERRILLERA / TOMA GUERRILLERA DE LA ESTACIÓN DE POLICÍA

[D]e no hacerse responsable a la Nación Colombiana, (…) bien, aplicando el principio de responsabilidad por daño especial, ora siguiendo las enseñanzas de quienes abogan por la responsabilidad originada en el desequilibrio o rompimiento de las cargas públicas (o desigualdad de los ciudadanos ante la Ley), o, por último, como lo entiende esta Sala, según la teoría de la "lesión" al patrimonio del administrado, se desconocería la noción de equidad. Nadie comprendería cómo un modesto ciudadano (…), que demostró ánimo de colaboración para con las autoridades de policía al confiarle a título de arrendamiento el inmueble que poseía en la población (…), tuviera que soportar, de manera exclusiva, la pérdida de uno de los elementos integrantes de su patrimonio.

INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL / DESTRUCCIÓN DE BIEN INMUEBLE / DESTRUCCIÓN DE INMUEBLE POR ENFRENTAMIENTOS CON LA GUERRILLA / CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA / CONFLICTO ARMADO INTERNO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / DAÑO A BIEN INMUEBLE / INDEMNIDAD DE LA VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO / ACREDITACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL / PRUEBA DEL PERJUICIO MATERIAL / INSPECCIÓN JUDICIAL / VALOR PROBATORIO DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL / PRUEBA PERICIAL / VALOR PROBATORIO DE LA PRUEBA PERICIAL / PRUEBA TRASLADADA / PRUEBA TRASLADADA DE PROCESO PENAL

De primer momento habrá de aceptarse que el acervo probatorio arroja como daño material, la pérdida total de la construcción poseída por el demandante hasta el punto de calificarse sus restos como "escombros"; dicha destrucción fue producto de la actuación bélica de los guerrilleros del M - 19, que tenía sobre dicha edificación el blanco propicio de su conducta punible, pues para nadie resulta difícil pensar que el primero de los propósitos era inutilizar el cuartel de, policía y sus ocupantes, para posteriormente sin restricción de ninguna clase proseguir con sus demandas y fecharías. (…) [T]an sólo se tiene información por la diligencia de inspección judicial y peritación que para efectos penales se llevaron a cabo por el Juzgado (…), y, que esta Sala entiende como demostrativas de la ocurrencia de los destrozos o daños, más no cuanto atañe a su cuantía. 

CONDENA EN ABSTRACTO / INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE LA CONDENA / TÉRMINO PARA LA INTERPOSICIÓN DEL INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE LA CONDENA / LIQUIDACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL / TASACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL / INSPECCIÓN JUDICIAL / PRUEBA DOCUMENTAL / PRUEBA TESTIMONIAL / PRUEBA PERICIAL / DAÑO EMERGENTE / LUCRO CESANTE / CONSTRUCCIÓN / CANÓN DE ARRENDAMIENTO / VALOR DEL BIEN INMUEBLE / IPC / DAÑO EMERGENTE / RECONOCIMIENTO DE DAÑO EMERGENTE / LUCRO CESANTE / RECONOCIMIENTO DE LUCRO CESANTE / CÁLCULO DEL DAÑO EMERGENTE / CÁLCULO DEL LUCRO CENSANTE

[L]a condena que se imponga será en abstracto y para su concreción se tramitará incidente el cual deberá intentarse por el demandante dentro de los 60 días siguientes a cuando se notifique el auto que profiera el a - quo ordenando cumplir lo que aquí se resuelva. Para efecto de liquidar la condena en abstracto, se observarán las siguientes bases: a) Mediante inspección judicial, documentos, testimonios y peritaciones, con miras a cuantificar el daño emergente, se establecerá si la construcción (…) ya fue reconstruida refaccionada o repuesta; (…). b) Con base en los mismos medios probatorios atrás señalados, con cualquiera de ellos y aún con otros, si los hubiere, se determinará cuál era la renta, canon o precio que el inmueble destruido generaba (…). c) Se allegarán los índices de precios al consumidor y los índices de precios al por mayor procesados y que certifique que el Departamento Administrativo de Estadística DANE, (…) a efecto de que los peritos que designe el Tribunal puedan poner en valor presente los valores históricos que por daño emergente y lucro cesante deberán liquidarse según las orientaciones o bases de los dos ordinales anteriores.

PERJUICIO MORAL POR PÉRDIDA DE BIEN MATERIAL - No acreditado / PERJUICIO MORAL / DAÑO A BIEN INMUEBLE / DESTRUCCIÓN DE BIEN INMUEBLE / CARGA DE LA PRUEBA / INCUMPLIMIENTO DE CARGA DE LA PRUEBA / CONDUCTA OMISIVA DE LA PARTE DEMANDANTE / IMPROCEDENCIA DE LA RESPONSABILIDAD SOLIDARIA / CONDENA SOLIDARIA - Improcedente / DEPARTAMENTO / ENTIDAD TERRITORIAL

Aunque se ha pretendido reconocimiento por perjuicios morales, que bien pueden suscitarse en casos como el que nos ocupa, la Sala negará tal reconocimiento porque no existe ni la más elemental prueba de que ellos hubieran tenido ocurrencia, razón por la cual aplicará el principio de la carga de la prueba para absolver la Nación Colombiana de esta súplica. (…) [C]omo la demanda intenta condena solidaria en contra de la Nación Colombiana (Ministerio de Defensa - Policía Nacional) y el Departamento del Tolima, se exonerará a este porque no se dan los supuestos de la solidaridad pretendida.

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

Consejero ponente: DANIEL SUÁREZ HERNÁNDEZ

Bogotá, D.E., cinco (5) de julio de mil novecientos noventa y uno (1991)

Radicación número: CE-SEC3-EXP1991-N6014

Actor: ANIBAL OROZCO CIFUENTES

Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL

Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 28 de septiembre de 1989, proferida por el Tribunal Administrativo del Tolima, mediante la cual se decidió " NEGAR’’ las pretensiones de la demanda ". (fl. 154).

I. ANTECEDENTES

a) El señor ANIBAL OROZCO CIFUENTES, a través de apoderado judicial, demandó en ejercicio de acción de reparación directiva la Nación (Ministerio de Defensa - Policía Nacional) y al Departamento del Tolima, consignando las siguientes pretensiones :

“2. 1.  PRETENSIONES PRINCIPALES.

2.1.1. Que las entidades demandadas, - LA NACION COLOMBIANA (MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICIA NACIONAL) y el DEPARTAMENTO DEL TOLIMA, son solidariamente responsables de todos los daños y perjuicios padecidos en su patrimonio moral y económico por el señor ANIBAL OROZCO CIFUENTES, a consecuencia de la destrucción total de un inmueble de su propiedad ubicado en la población de Herrera.  Municipio de Rioblanco. Departamento del Tolima, el cual se individualiza Completamente en la causa petendi de la presente acción.

2.1.2. Que como consecuencia de tal declaración se condene a las mismas entidades a pagar solidariamente al actor todos los daños y perjuicios de orden material, en sus modalidades de daño emergente y lucro cesante; consolidada la primera en la fecha del insuceso en la suma de CINCO MILÉONES DE PESOS ($5'000.000.oo) M - CTE. - sin perjuicios de la peritación que puede arrojar  resultados superiores, y la segunda en la rentabilidad legal de la propiedad, que estima también ad - referendum -  en la fecha, por aproximación, en la suma de UN MILLON DOSCIENTOS MIL PESOS ($1.200.000oo) M / CTE.  - 

2.1.3. Que se obligue a las mismas entidades a reconocer y pagar a mi representado, como parte de la indemnización del daño emergente, la indexación que se compruebe sobre la suma que  en definitiva, se establezca que tenía el inmueble en el momento de la destrucción.

2.1.4. Que se extienda el valor del lucro cesante hasta la fecha en que las entidades demandadas paguen al actor el valor de la indemnización por el daño emergente, con sus intereses compensatorios y ajustes de valor sobre las sumas periódicas correspondientes, desde el primer día siguiente al mes de su causacion.

2.2.
PRETENSIONES SUBSIDIARIAS

2.2.1. Que la entidad territorial denominada DEPARTAMENTO DEL TOLIMA es administrativamente responsable de todos los daños y perjuicios padecidos en su patrimonio moral y económico por el señor ANIBAL OROZCO CIFUENTES, a consecuencia de la destrucción total de un inmueble de su propiedad, ubicado en la población de Herrera, Municipio de Ríoblanco, el cual se individualiza completamente en la causa petendi de la presente acción y estaba ocupado por el Cuartel de Policía por virtud de contrato de arrendamiento celebrado entre el actor, como arrendador; y la entidad demandada, como arrendataria.

2.2.2.Que como consecuencia de tal declaración, se condene al DEPARTAMENTO DEL TOLIMA a pagar al actor todos los daños y perjuicios de orden material, en sus modalidades de daño emergente y lucro cesante; consolidada la primera en la fecha del insuceso en la suma de CINCO MILLONES DE PESOS ($5.000.000.oo) - M / CTE. , sin perjuicio de la peritación que puede arrojar resultados superiores ; y la segunda en la rentabilidad legal de la propiedad, que estima - también ad - referendum - en la fecha, por aproximación, en la suma de UN MILLON DOSCIENTOS MIL PESOS (1'200.000.oo)  -  M - CTE.

2.2.3.
Que se obligue a la misma entidad a reconocer y pagar a mi representado, como parte de la indemnización del daño emergente, la corrección monetaria que se compruebe sobre la suma que, en definitiva, se establezca que valía el inmueble en el momento de la destrucción.

2.2.4.
Que se extienda el valor del lucro cesante hasta la fecha en que la entidad demandada pague al actor el valor de la indemnización por el daño emergente, con sus intereses compensatorios y ajustes de valor sobre el monto de las sumas periódicas correspondientes, desde el primer día siguiente a cada mes o período de causacion.

" 2.3. OTRAS PRETENSIONES SUBSIDIARIAS.

" 2.3.1. Que cualquiera que fueren las pretensiones acogidas y si no hubiere incompatibilidad o acumulación indebida de indemnizaciones, se condene a LA NACION - (MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICIA NACIONAL) y al DEPARTAMENTO DEL TOLIMA, o solamente a éste último, a reconocer y pagar a mi mandante, el señor ANIBAL OROZCO CIFUENTES, los daños de orden moral en la medida en que se comprueben; o en forma prudencial hasta el equivalente de un mil (1.000) gramos de oro fino, a la cotización legal vigente en el momento de operarse la indemnización.

2.3.2.
Que cualquiera que fueren las pretensiones acogidas, en caso de dificultad para avaluar pecuniariamente el daño material, por inexistencia en el proceso de  bases suficientes para  fijarlo por medio de la peritación, se señala como indemnización un suma equivalente en moneda nacional hasta cuatro mil (4.000) gramos de oro fino, a la cotización legal vigente en el momento de operarse la indemnización". (Fols. 10 y 11).

b. El actor fundamenta las peticiones anteriores en los siguientes  HECHOS:

3.1. El señor ANIBAL OROZCO CIFUENTES, mi mandante, es propietario de una mejora constituida por una casa de habitación ubicada en el Corregimiento de Herrera, Municipio de Ríoblanco, Departamento del Tolima , construida con paredes de material, techo de teja, pisos de madera aserrada y determinada por los siguientes linderos: Oriente, con el señor Luis Hernández; Occidente, con calle pública, sucesión de Cruz Bonilla; Norte con la sucesión del señor Francisco López; sur, con el señor Evelio Atuesta.

" 3.1.1. Este hecho consta en la Escritura Pública N' 321 del 14 de mayo de 1976 de la Notaría del Circuito de Chaparral, mediante la cual se protocolizaron las declaraciones extraprocesales de MARTINARA QUE QUINTERO y JOSE EVELIO BOCANEGRA LEZAMA, rendidas ante el señor Alcalde Municipal de Chaparral, el día 18 de marzo de 1976.

" 3.1.2. En caso de que dicha escritura no fuese suficiente para demostrar el dominio sobre la mejora destruida, se alega que el señor Orozco, Cifuentes fue poseedor material de la misma, por hechos positivos a los cuales sólo da derecho el dominio, conforme lo refieren los mismos testigos y lo referirán dentro del proceso otros testificantes; y, además, será demostrado con abundante prueba documental.

3.1.3.
Tal posesión la ejercitó el actor por cerca o más de veintinueve (29) años, hasta cuando fue destruida por los hechos que más adelante se referirán.

3.2. Como prueba de que ejercitaba  el dominio (o la posesión que lo presume' dueño mientras no se demuestre lo contrario), el señor Orozco Cifuentes había dado en arrendamiento dicha mejora al DEPARTAMENTO DEL TOLIMA, como consta en el contrato de fecha 14 de abril de 1978, suscrito a nombres de la entidad arrendataria por el entonces Gobernador, doctor CESAREO ROCHA OCHOA, y sus Secretarios de Gobierno, doctor CAROL ROJAS TOVAR; y en Hacienda doctor

ARMANDO GUTIERREZ QUINTERO.

3.2.1. En este documento aparece una ligera variación sobre los linderos, que se establecieron así: Por el Norte, con la calle del poblado; por el Sur, con el inmueble de propiedad de Dimas Arango; por el Oriente, con propiedad de Luis Hernández; y por el Occidente, también con la calle del poblado.

3.2.2.
La destinación que se le dio fue para el servicio del Cuartel de Policía, el cual cumplía efectivamente cuando fue destruida; se pactó una duración de doce (12) meses prorrogables, un canon mensual inicial de cuatro mil pesos (4.000.oo) m / cte. , mensuales, pagaderos por mensualidades vencidas, con un incremento de veinte por ciento (20%) después de la segunda prórroga automática.

" 3.3. El día primero (1) de julio de mil novecientos ochenta y cinco (1 985), se produjo un asalto guerrillero a la población de Herrera (Municipio de Ríoblanco), con saldo de varios muertos y heridos, además de cuantiosos daños materiales, entre los cuales se encuentra la TOTAL DESTRUCCION del inmueble de propiedad del señor ANIBAL OROZCO CIFUENTES.

"3.3. 1. El sumario fue instruido por el entonces Juez Veintitrés de Instrucción Criminal, doctor GONZALO ALVARADO GAITAN, quien pudo comprobar la destrucción total de la habitación y parcial de otras propiedades.

"3.3.2. En dicho proceso penal figuran como sindicados CARLOS PIZARRO LEON GOMEZ (a.  CARRO LOCO), MARCO ANTONIO CHALITALA URA N. y BETTY N. , entre otros; y actualmente conoce del mismo el señor Juez Superior de Chaparral (T). - " . (Fols. 11 y 12 y 13).

c. La parte demandada se presentó al proceso así

 - La Nación - Ministerio de Defensa - Policía Nacional solicitó la práctica de una prueba en memorial visible a folio 63.  Igualmente solicitó la declaratoria de ineptitud sustantivo de la demanda en virtud de que el actor debió ejercitar la acción contractual y no la de reparación directa ya que en la exposición de los hechos relaciona el contrato de arrendamiento . (fol.67).

- El Departamento del Tolima, contestó la demanda, en cuyo escrito se opone a las peticiones del actor y concluye en el sub - judice no se genera responsabilidad estatal por cuanto no se establece cuáles fueron los hechos constitutivos de la falla del servicio.  Además, quienes originaron los hechos que dieron lugar a la presente demanda no fueron las autoridades de policía, sino personas ajenas que el mismo demandante individualiza en su demanda.

d. Cumplido el trámite de la primera instancia, el Tribunal competente profirió sentencia denegatorio de las súplicas de la demanda. Consideró el a - quo en primer lugar que no existe ineptitud sustantivo de la demanda porque la acción que eligió el actor fue la de reparación directa fundamentada en la falta o falla del servicio.

De otra parte expresa: " Cuando se trata de la indemnización de perjuicios por la responsabilidad extracontractual originada en un acontecimiento u omisión de la Administración solamente podrá reclamarla quien demuestre el legítimo interés o sea un derecho actual que ha sido lesionado. 

Ni el dominio ni la posesión alegados por el demandante se acreditaron y por ende no lo está la legitimación en la causa por activa.  " (fol.152).

Y finalmente manifiesta además que no se encuentra estructurado la falla o falta del servicio ni se demostró el daño, por lo cual no habría lugar a acceder a las pretensiones del actor. (Fols. 145 a 155).

e. El demandante interpuso recurso de apelación solicitando la revocatoria de la sentencia en virtud de que la titularidad del derecho de dominio está amparada por la presunción legal del artículo 762 del C.C., y que la falla del servicio está demostrada, ya que faltó protección.  Manifiesta que no hay protección cuando ésta es deficiente o insuficiente. (Fols. 156 y 157).

f. Las partes presentaron sus alegatos de conclusión, dentro del término legal.

La actora reitera lo expuesto en la sustentación del recurso (Fols. 166 y 167).

La demandante insiste en la ineptitud sustantivo de la demanda y en la ausencia de prueba de la falla del servicio (Fols, 168 y 169).

g. La Fiscalía Séptima de esta Corporación conceptúa que la sentencia apelada debe confirmarse, para lo cual considera:

En primer término debe analizarse la solicitud de inhibición por ineptitud sustantivo de la demanda.

Al respecto la Fiscalía estima que la acción instaurada es la de Reparación Directa y Cumplimiento por cuanto lo solicitado es una indemnización por falla del servicio de la Administración y entiende que la referencia al contrario se hace pata establecer el fundamento de la indemnización; y entiende, por lo mismo, que las renuncias al incumplimiento del convenio solo pueden tomarse como argumento en este proceso por cuanto se dirigen a obtener la reparación prevista en la acción mencionada.

Así las cosas para este Despacho no existe la alegada ineptitud sustantivo de la demanda.

En relación con el fondo del negocio la Fiscalía observa que quien demanda no prueba la propiedad del bien que, alega fue destruida por falla de la administración.

En efecto, quien demanda en el presente caso, manifiesta ser poseedor de una mejora y para demostrarlo allega una escritura mediante la cual se protocolizan dos declaraciones rendidas ante el Alcalde Municipal.  Si tal escritura se allegara por el dueño del terreno, el documento podría ser prueba de la mejora; pero, no apareciendo demostrada la propiedad del terreno la sola escritura no sirve para demostrar la propiedad requerida.

En tales circunstancias las peticiones de la demanda deben denegarse por no estar probados los extremos necesarios para la prosperidad de la acción incoada con el fin de reclamar los prejuicios por los daños sufridos en una propiedad.

" Por último, en cuanto a la falla del servicio, la Fiscalía debe precisar que la misma no se encuentra demostrada ". (fls. 178 y 179).

Il.  CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. En virtud de que el apoderado de la NACION - POLICIA NACIONAL propuso excepción de Ineptitud Sustantiva de la demanda, corresponde a la Sala su análisis, antes de entrar al estudio de los demás aspectos procesales y de fondo.

Fundamentó la demandada dicha excepción en las manifestaciones del demandante cuando dice ejercitar la acción de reparación directa y cumplimiento, (folio 1) , en tanto que más adelante (folios 2, 3 y 4) se refiere a "un Contrato de Arrendamiento ", queriendo demandar en ejercicio de la acción contractual.' (folio 68).'

Para dilucidar el punto, basta observar lo dispuesto por los artículos 86 y 87 del C.C.A., que definen en su orden la acción de reparación directa y la relativa a contratos para confrontar sus características con las pretensiones del libelo demandatorio.

En primer lugar, la acción de reparación directa, busca: "La reparación del daño cuando la causa de la petición sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos". (Artículo 86 C.C.A.).

Con la acción relativa a contratos se pretende "que se declare su existencia o su nulidad y que se hagan las declaraciones, condenaciones o restricciones consecuenciales, que se ordene su revisión, que se declare su incumplimiento y que se condene al contratante responsable a indemnizar los perjuicios y que se hagan otras declaraciones y condenaciones" (Artículo 87 C.C.A).

Ahora bien, analizadas las pretensiones que se encuentran transcritas en el numeral lo del capítulo 1 - ANTECEDENTES de la presenta providencia, se concluye claramente que ellas hacen relación al objeto de la acción de reparación directa, basados en la destrucción de un inmueble por hechos sucedidos con ocasión de una torna guerrillera y en ninguna de las petición se observa solicitud de pronunciamiento sobre el contrato de arrendamiento en sí mismo, de modo que no se trata de una acción contractual.

Por tanto, la excepción de ineptitud sustantivo de la demanda no resulta probada.

2. En cuanto a la LEGITIMACION EN LA CAUSA, cuya ausencia la hace derivar el a - quo del hecho de no haber acreditado el actor " ni el dominio ni la posesión alegados", conviene aclarar que no precisamente la carencia de esta clase de pruebas determina la falta de legitimación, pues esto sería tanto como confundir la prueba del derecho material con la legitimación en la causa, error en que fácilmente se incurre por un mal entendimiento de quienes siguen la teoría concreta de la acción.

Las partes pueden estar legitimadas para la causa,  explica Devis Echandía tengan o no el derecho a su obligación sustancial según se trata de demandante o demandado, porque el derecho a poner en. actividad la jurisdicción y a recibir sentencia que resuelve en el fondo sobre las peticiones incoadas, no pertenece solamente al titular del derecho material.

Si esto no fuera así, resultaría lógicamente imposible explicar por qué se obtiene sentencia de fondo o mérito a instancia de quién, por no tener el derecho material, no estaría por ende legitimado para conseguir esos efectos.

“......................................... Estar legitimado en la causa significa tener derecho a exigir que, le resuelva sobre las peticiones formales de la demanda es decir, sobre la existencia o inexistencia del derecho material pretendido ya por medio de sentencia favorable o desfavorable.  De consiguiente cuando una de las partes carece de esa calidad, no será posible adoptar una decisión de fondo, y el Juez deberá limitarse a declarar que se halla inhibido para hacerlo". (Compendio.......... Tomo I, págs. 214 y 215).

3. A folios 152 y 153 se encuentra el siguiente razonamiento hecho por el a - quo:

Ni el dominio ni la posesión alegadas por el demandante se acreditaron y por ende no está la legitimación en la causa por activa.

Ciertamente, el documento con el que pretende demostrar lo primero, la escritura N' 321 de 24 de mayo de 1976 de la Notaría de Chaparral no tiene ningún mérito al efecto.

Si el señor Aníbal Orozco construyó en terreno ajeno, en virtud de la accesión como modo adquisitivo de derechos reales, el dueño del terreno pasa a serio de los materiales por el hecho de la incorporación en la construcción y podrá el que edificó o construyó perseguir el pago de su justo precio... esto en el evento de haberse demostrado que efectivamente esas edificaciones o construcciones fueron hechas por quien las alega pero ello no ha ocurrido...

" ...........

" La única prueba que se anunció y se trajo fue el contrato de arrendamiento que el demandante celebró con el departamento del Tolima en el año de 1978 pero esto no sirve para demostrar la posesión y sólo conjuntamente analizado con otros elementos podría dársele por acreditado ya que no necesariamente quien arrienda lo hace porque es el propietario o es el poseedor......

Esta manera de pensar del Tribunal, a más de que, en su sentir, no existió falla en el servicio, lo llevó a negar las pretensiones de la demanda e imponerle condena en costas al actor.

Esta Sala no puede compartir las apreciaciones del a - quo, en primer lugar porque el punto tocante con la falta de legitimación es causa por activa, ya quedó despejando favorablemente como se señaló en el considerando inmediatamente anterior; y, en segundo término por cuanto el señor Aníbal Orozco Cifuentes sí acreditó interés jurídico, serio y actual sobre la construcción que resultó destruida como consecuencia de la cruenta toma guerrillera sucedida el 1 de julio 1985, calidad de interesado tipificada por los hechos que adelante se resaltarán, si se tiene en cuenta lo siguiente:

a) La posesión. - Sin tomar partido respecto de la inmemorial polémica sobre la naturaleza jurídica de la posesión como hecho o como derecho, lo cierto es que nuestro ordenamiento legal positivo relieva tal figura jurídica para derivar de ella innumerables beneficios a quien ostente la calidad de poseedor.  Así, el art. 562 del Código  Civil la define como "la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o, dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por Si mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y nombre de él"; el segundo inciso del referido precepto legal, consagra presunción de dueño para quien demuestre ser poseedor, mientras otra persona no justifique serio".

Son abundantes los arts. del Código Civil que se ocupa de clasificar y subclasificar el fenómeno posesorio, pero todos encaminados a resaltar la importancia del poseedor y los amparos que las normas jurídicas han establecido en su favor, comúnmente denominados interdictos posesorios.

Pero la consagración legislativa de la posesión y las defensas que el ordenamiento le brinda al poseedor, reflejan mayor importancia y utilidad práctica al regular uno de los modos de adquirir el dominio y demás derechos reales conocido con el nombre de usucapión o prescripción adquisitiva. En efecto, el art. 2512 del Código Civil prescribe que este modo de adquirir los derechos reales ajenos, se fundamenta o estructura primordialmente "por haberse poseído las cosas y no haberse ejercido dichas acciones y derechos durante cierto lapso de tiempo, y concurriendo los demás requisitos legales".

Obsérvese como la posesión actúa en la prescripción adquisitiva como su elemento básico que al prolongarse en el tiempo y con la observancia de ciertos requisitos legales, generan el más robusto y completo de los derechos reales cual es la propiedad o el dominio (arts. 2512 y ss. del C.C. y art. 669 ibídem).

b) Volviendo al concepto de posesión, se tiene por sabido que ésta es la resultante de dos elementos estructurales, a saber: el corpus y el animus. Aquél de índole material consistente en la relación física o de hecho entre un sujeto y el bien; el segundo, elemento intelectual, volitivo o intencional, producto del espíritu del sujeto poseedor. Ambos con fisonomía propia e independiente, pero que confluyen a la vez para aflorar la resultante posesoria. El corpus puede de cumplirse o llevarse a cabo directa o personalmente por el poseedor, o, a través de sus agentes, dependientes o nuncios que lo presenten; por el contrario, el elemento espiritual o animus es de naturaleza personalísimo y le compete tenerlo y reflejarlo directamente a quien se dice poseedor.

c) El corpus, como elemento material que es, se presenta a través de realidades y conductas fácticas, en tanto que el animus por ser de índole intencional normalmente se deduce a manifestaciones y comportamientos concluyentes del sujeto.  En cuanto hace a la demostración del fenómeno posesorio, el art. 981 del Código Civil establece: " se deberá probar la posesión del suelo por hechos positivos de aquellos a que sólo da derecho el dominio, como el corte de maderas, la construcción de edificios, la de cerramientos, las plantaciones o sementeras, y otros de igual significación, ejecutados sin el consentimiento del que disputa la posesión".

d) El caso a estudio, desde el punto de vista probatorio, no constituye modelo o ejemplo de lo que debe hacer todo demandante interesado en la obtención de las consecuencias jurídicas consignadas en sus pretensiones. Pero, el juzgador tiene el deber de hacer análisis sistemático o integrado de los diversos instrumentos probatorios que obren en autos, con miras a concluir si se cumplió con la carga de la prueba de los supuestos de hecho de las normas sustanciales señaladas por el interesado, por lo que a ello procede la Sala seguidamente así:

 - Obra a folios 2 a 4 del cuaderno N' 2 la escritura pública N' 321 del 14 de mayo de 1976 de la Notaría Única del Círculo de Chaparral, mediante la cual se protocolizan " unas declaraciones extrajuicio, constante de tres (3) Fojas Útiles.... sobre propiedad de una casa, ubicada en el corregimiento de Herrera ... Estas declaraciones fueron solicitadas por el señor Aníbal Orozco y rendidas ante el Alcalde Municipal de Chaparrai, por los señores Martín Enúlio Araque y Evelio Bocanegra ...: el compareciente (Martín Emilio - Araque Quintero) manifiesta que esta casa la obtuvo el señor Aníbal Orozco, por compra que hizo al señor Arturo Osorio". Dicho instrumento público de protocolización contiene la solicitud formulada por Aníbal Orozco presentada al Alcalde Municipal de Chaparral a efecto de que se le reciba declaración jurada a los referidos Martín Emilio Araque y Evelio Bocanegra, sobre aspectos relacionados con supuesta propiedad de una casa ubicada en el corregimiento de Herrera; que la posesión es quieta, pacífica e ininterrumpida " desde hace unos 24 años"; y, que viene ejerciendo actos de dueño y habilitándola con su familia desde cuando la adquirió por compra de Arturo Osorio.  Finalmente, pregunta el peticionante si les consta a los declarantes que él figure en los libros catastrales del municipio de Río Blanco como titular de dicha propiedad bajo la inscripción N' 020.  El memorial petitorio lo presentó en la Alcaldía citada el 18 de marzo de 1976.  Por su parte, las personas citadas declararon el 18 de marzo de 1976, sobre los aspectos preguntados por Aníbal Orozco.

En los folios 5 a 18 del cuaderno N' 2, encontramos copias auténticas, expedidas por autoridad competente, que contiene diligencia de inspección judicial practicada, " sobre las ruinas de la edificación en dónde funcionaba el cuartel de la Policía Nacional" en Herrera Tolima y de la providencia calificatoria del mérito de sumario dictada por el Juez 41 de Instrucción Criminal de Chaparral, mediante la cual se dicta resolución de acusación contra Luis Carlos o Carlos Pizarro Leongómez, al igual que en contra de Marco Antonio Chalita y en contra de Víctor Bravo Valencia. La diligencia de inspección judicial se llevó a cabo el 13 de julio de 1985 con participación de peritos y versó fundamentalmente sobre el lugar en donde funcionó la edificación de la sede del cuartel de la Policía Nacional en la citada localidad de Herrera, esquina sur de la plaza principal. Los peritos asesores del juez instructor manifestaron que " puede considerarse que la destrucción es total por cuanto que las paredes que quedaron en pie están en amenaza de los impactos sufridos en el ataque. -  Los daños causados a la edificación en cuestión , son los siguientes: (debe aclararse que cuando se dice impactos se incluye los impactos de las bombas incendiarias y el efecto destructor de las llamas que fue alimentado además con gasolina según versiones de autos).  Doscientas vigas, veintitrés puertas, treinta y dos columnas, cuarenta y seis cercos, veintiocho umbrales en bloque, trescientas tablas de madera doscientos bultos de cemento, dos mil ladrillos, doce mil tejas de barro colonial, veinte volquetadas de arena, cien libras de puntilla y doscientos cincuenta varillones de madera y veinte columnas más de madera y dos ventanas del mismo material para un total aproximado en su costo de seiscientos setenta y tres mil quinientos pesos ($673.500.oo) en materiales y seiscientos cincuenta mil pesos ($650.000.oo) en mano de obra, para un gran total de un millón trescientos veintitrés mil quinientos pesos ($1'523.500.oo) y en cuanto a la casa contigua de propiedad del señor Olmedo Henao se produjeron los siguientes daños......

El juzgado de instrucción dijo estar de acuerdo con el concepto de los señores peritos "por haber inspeccionado detenidamente lo anteriormente expuesto".

 -  La copia del auto o resolución de acusación de 29 de julio de 1988 del juzgado 41 de instrucción criminal, al calificar el mérito del sumario, consigna los hechos sucedidos desde las primeras horas de la madrugada del 1 de julio de 1985 en la población de Herrera, cuando una cuadrilla de subversivo al mando de Luis Carlos o Carlos Pizarro León Gómez y Marco Antonio Chalita, asaltaron y se tomaron dicha población, por tanto sofisticadas armas de fuego como carabinas, fusiles, morteros, de 60 milímetros, subametralladoras, granadas de fragmentación y otras de corto y largo alcance, "ataque dirigido al cuartel de policía que funciona en ese caserío hasta las 16:00 horas, para en la noche abandonar la citada localidad", durante el injusto y cruel ataque perdieron la vida algunos miembros de la policía nacional en tanto que otros resultaron heridos, además de haber perdido la vida el profesor Angel Guarín Ospina, e incendiaron "el cuartel de policía para obligar a los agentes a rendirse, los archivos de la inspección de Policía con los procesos que allí reposaban" y hurtaron las existencias de dinero de la Caja Agraria. El hurto del material de intendencia y armamento se estimó en $2'550.000.oo y de la entidad credicticia en $3'804.795.89.

- Se relacionan abundantes declaraciones de uniformados y de civiles que resaltan las largas horas de angustia transcurridas en fatídico 1 de julio de 1985 y los destrozos de varios inmuebles, entre otros el del señor Aníbal Orozco en donde funcionaba el cuartel de la policía, blanco central de ataque guerrillero.

Por consideración útil para el análisis que posteriormente se haga de las pruebas, se transcribe uno de los considerandos de la resolución de acusación, visible al folio 11 del C. 2, en donde se lee ...Como se aprecia del recaudo probatorio, los insurgentes del M - 19 al atacar las dependencias del, cuartel de policía y obtener una tenaz resistencia de los escasos uniformados que allí se encontraban, comparados con el grupo de asalto, decidieron arrojar bombas incendiarias (molotov) construidas con botellas y gasolina que alojaron (sic) a la residencia donde funcionaba el asentamiento policivo, logrando así prender (sic) fuego con todas ellas dentro del mismo, que estuvieron en grave peligro, como también la probable propagación que podría engendrar a las habitaciones vecinas, acto que ocurrió

- De los folios 21 a 30 del cuaderno N2, obran documentos remitidos por la Dirección General de la Policía Nacional, que dan cuenta de los HECHOS SUCEDIDOS con el asalto subversivo el 1 de julio de 1985 a la población de Herrera del Municipio de Río Blanco Tolima. Concretamente a folio 21 del citado cuaderno se hace una síntesis de lo ocurrido entonces, desde las 05: 15 horas hasta la 23:00 de ese día y las novedades resultantes. Del conjunto de estos documentos se deduce que a las 16:00 quedó completamente destruido el puesto de policía por los ataques con armas de fuego y por el incendio propiciado por los subversivos; también se lee que a las 10:00 " hicieron presentes dos helicópteros y dos aviones, hicieron ráfagas y se fueron, esto lo hicieron en dos ocasiones ", mientras que a las 21:00 " se retiró el resto del personal de los subversivos" y a las "23:00" llegó personal del ejército al mando de un señor Capitán".

- El departamento del Tolima, representado por su Gobernador y por los Secretarios de Gobierno y Hacienda Departamentales, suscribieron el contrato de arrendamiento obrante de los folios 35 a 37, con el hoy demandante Anibal Orozco Cifuentes, cuyo objeto consistió en que éste dio " en arrendamiento al DEPARTAMENTO para el servicio del cuartel de policía, UNIDAD TOLIMA " acantonada en Herrera, municipio de Río Blanco, una casa de habitación ubicada en la esquina sur - este, de la plaza, principal de la población de Herrera la cual está alinderada de la siguiente manera:...... El término del contrato se convino inicialmente en un año, contado a partir del 1 de enero de 1978; el precio o renta mensual del arrendamiento se fijó en $4.000.oo y, se previno prórrogas sucesivos con reajustes anuales del 20%. Del folio 38 al 48 del mismo cuaderno aparecen los certificados de reserva presupuestal, por las vigencias correspondientes a los años 1978 a 1985, para amparar el pago del contrato de arrendamiento y sus prórrogas con el señor Aníbal Orozco Cifuentes.

Conforme a las reglas de la sana crítica, principio general del derecho probatorio también conocido con el. nombre de persuasión racional, las distintas pruebas deberán apreciarse EN CONJUNTO, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la Ley Sustancial para ciertos actos (art. 187 del C. de P.C. ). De allí que la Sala analice cada una de las probanzas atrás relacionadas indicando el mérito que le merezca, para seguidamente apreciarlas como si se tratare de un sólo HAZ PROBATORIO.

En primer lugar las declaraciones extraproceso, rendidas ante el señor Alcalde de Chaparral el día 18 de marzo de 1976, demuestran marcado interés del solicitante de la misma, Aníbal Orozco, quien buscaba con ellas construir elementos probatorios para futura memoria, aunque de manera incipiente dentro de una estricta crítica probatoria.  Pero, no puede perderse de vista que el contenido de su memorial petitorio antela primera entidad administrativa del municipio de chaparral, está evidenciando el animus de dueño sobre la construcción que allá se describió, a más de que enfáticamente se anunciaba como propietario de la misma; hacía amplia descripción de ésta y afirmaba que " ha venido ejerciendo la posesión quieta y pacífica, desde hace unos 24 años aproximadamente, sin interrupción de ninguna clase, ejerciendo dentro de dicho predio todo acto de dueño tales como (sic) y habitándola con mi familia.. y que la posesión la adquirí por compra que hice al señor Arturo Osorio". Las declaraciones de Martín Araque Quintero y José Evelio Bocanegra Lezama, rendidas bajo juramento, dan cuenta básicamente, del conocimiento personal que tienen de Aníbal Orozco Cifuentes, de mucho tiempo atrás, y, son explícitas en cuanto a la situación fáctica entre Aníbal Orozco y el inmueblecito en la plaza principal de la población de Herrera municipio de Río Blanco. Así, también dan razón de los linderos generales, de esa ocupación que el referido Aníbal Orozco ha hecho del mismo junto con su familia : la fuente de adquisición por medio de negocio jurídico celebrado por Arturo Osorio; conductas personales, públicas, continua, y pacíficas llevadas a cabo por Aníbal Orozco desde mucho tiempo atrás al día de rendir las declaraciones.

La circunstancia de no haberse rendido los testimonios que se comentan ante juez, sino ante el Alcalde Municipal, hoy no presenta dificultad para su apreciación o valoración puesto que el nuevo artículo 299 del C. de P.C. permite esta modalidad en tratándose de testimonios para fines no judiciales, cuando autoriza a los Alcaldes y a los Notarios para procesar tales declaraciones y, en caso como éste, tendrá el alcance de "prueba sumaria" para establecer extrajudicialmente los hechos narrados.  No se olvide que el acontecimiento posesorio es un fenómeno sociológico antes que nada y que puede establecerse a través de cualquier medio probatorio.  Adicionalmente, no sobra advertir que las mentadas declaraciones extraproceso para evidenciar la posesión de Aníbal Orozco sobre el predio comentado, fueron protocolizadas mediante instrumento público que se aportó con la demanda sin que se hubiere objetado, y mucho menos redargüido de falso. La ratificación judicial de estas declaraciones que echa de menos el Tribunal, si bien es cierto impiden tener por controvertida la probanza, también lo es que no puede restarle su eficacia inicial de "prueba sumaria" tipificadora, al menos, de un indicio sobre la posesión alegada, como fácilmente lo entiende la Sala.

 En segundo lugar, la declaraciones extraproceso analizadas atrás, cobran mayor convicción en el juzgador, al ser complementadas por el contrato de arrendamiento suscrito por Aníbal Orozco Cifuentes y por el Departamento del Tolima, dado que permitir el goce de un determinado bien a cambio del pago de una renta periódica, constituye conducta normalmente realizada por quien ostenta la calidad de dueño, o por lo menos de poseedor del bien arrendado. No es que el simple tenedor no pueda igualmente celebrar negocios de arrendamiento sobre bienes ajenos que a título de tenencia ostente en un momento dado. Lo que ocurre es que en ausencia de elementos demostrativos que desvirtúen el poder dispositivo del goce de un bien, habrá de presumiese que quien así procede lo hace a manera y calidad de dueño real o presunto, como en el caso del poseedor; se trata simplemente de aplicar la teoría de lo normal por oposición a lo anormal; es decir, lo normal es pensar que quien arrienda un bien lo hace porque es su dueño real o presunto, mientras que resulta anormal, creer, salvo prueba en contrario, que quien arrienda un bien así lo haga que solamente tenga la calidad de tenedor.

Obsérvese que conforme a los certificados de reserva presupuestal expedidos por las autoridades del Departamento del Tolima, desde 1978 y hasta 1985, se efectuaron las apropiaciones dinerarias para pagarle a Aníbal Orozco Cifuentes las rentas o cánones mensuales, periódicos y sin solución de continuidad como contraprestación por el goce y aprovechamiento del inmueble que este señor le arrendó al Departamento del Tolima para que operare y funcionara allí el cuartel de Policía. Esta circunstancia que consta en documentos públicos y que por lo mismo auténticos procede tranquilidad en la certeza que busca el juzgador, en virtud de referirse a un período de 8 años continuos, y , adicionan el. contenido probatorio de las declaraciones extraproceso atrás analizadas, para concluir que entrambas reflejan la calidad de poseedor Aníbal Orozco Cifuentes sobre el inmueble de marras, a todo lo largo de la vigencia del contrato de arrendamiento. (Enero I' de 1978 a julio l' de 1985).

En tercer lugar las copias auténticas de los documentos remitidos por la Dirección General de la Policía Nacional que ocupan los folios 92 a 117 del cuaderno N' 2, establecen la preexistencia del inmueble de marras, a la fecha de la toma guerrillera el 1 de julio de 1985, a la vez que la destrucción total del bien cuando lo ocupaba la policía del lugar, por cuenta y nombre del arrendador Aníbal Orozco Cifuentes a quien en el medio se le reconocía como dueño y señor del mismo.  La construcción o casa donde operaba el cuartel de policía, para el 1 de julio de 1985, quedó convertida en escombro, lo que constituye pérdida total de la misma; sobre ello se estructura la noción de daño cuya indemnización se pretende.

Así las cosas, para la Sala no cabe duda alguna sobre la calidad de poseedor predicable de Aníbal Orozco Cifuentes sobre la construcción arrendada al Departamento del Tolima para ser utilizada por el comando de la policía en la población de la Herrera, desde luego que el conjunto de elementos probatorios, analizados conforme a reglas de sana crítica, señalan, a las claras, que dicho señor, desde tiempo atrás al 1 de julio de 1985, realizaba conductas de tal naturaleza que tan sólo da derecho el dominio o propiedad, por lo que acreditaba la situación posesoria debe aplicarse la presunción de dominio establecida por el art. 672 del Código, Civil, la que no resultó desvirtuada en este proceso.

4. La sentencia recurrida considera que no se estructuró la falla o falta del servicio alegada por el actor como fuente de responsabilidad administrativa y que señala como " la inadecuada protección, vigilancia y custodia en que se tenía a la localidad asaltada", pues, "' los integrantes de la, institución que allí se encuentra efectivamente estaban cumpliendo esa misión (prestando el servicio de policía) y lo hicieron de tal manera que es el mismo demandante quien exalta el valor con el que enfrentaron a la situación excepcional que se les presentó".  Ahora bien, continúa el a - quo, " que esa falla no falta se quiera apoyar en el escaso número de sus integrantes, aspecto este que tampoco se detalla en el libelo, ello no nos indica que hubiera sido el factor determinante para los sucesos de que se da cuenta por el actor y aún siéndolo mal puede exigírsele al Estado que tenga en cada corregimiento y lugar del país elementos bélicos y número suficiente de personas para que enfrente con éxito un ataque de esta naturaleza que desborda las capacidades humanas y económicas del mismo Estado Colombiano..."

La Sala tampoco puede compartir la argumentación hecha por el a - quo, y que

se acaba de transcribir, por las siguientes razones:

a) La responsabilidad de la administración, no solamente surge por la omisión, tardanza o deficiencia en la prestación de los servicios públicos a su cargo, que es lo que tradicionalmente se conoce con el nombre de " falla o falta en el servicio".  Su verdadero fundamento se encuentra en algo más de contenido universal cuya finalidad es protección del derecho a los administrados, como bien lo enseña MIGUEL S. MARIENHOFF, al afirmar que " tal fundamento no es otro que el 'estado de derecho' y sus postulados, cuya finalidad es proteger el derecho. Es de esos principios, o postulados, que forman un complejo y que tienden, todo, a lograr la seguridad jurídica y el respeto del derecho de los administrados ... Los principios aludidos resultan de la Constitución Nacional, como así de las generosas expresiones de su preámbulo y de ciertos principios capitales del derecho. ('No dañar á a otro   dar, cada uno lo suyo' ) que, por cierto también integran nuestro ordenamiento jurídico, como el de todo país civilizado". (Tratado de Derecho Administrativo, Tomo IV, Cuarta Edt.  Abeledo Perrot, Buenos Aires, Edición 1987, pág. 706).

b) Moderadamente la responsabilidad administrativa puede tener diversos orígenes, así: a) en la llamada falta del servicio, b) en la teoría del riesgo; c) en los daños ocasionados por trabajos públicos; d) en el llamado daño especial; e) en la exportación y ocupación de inmuebles en caso de guerra; f) en el rompimiento de la igualdad de los administrados frente a las cargas públicas; g) en el enriquecimiento injusto.

También es característica contemporánea el que se prescinde de los conceptos de licitud e ilicitud, culpa o dolo, y, en fin de cualquier elemento subjetivo de los que sirvieron de fundamento pretérito al concepto de responsabilidad administrativa; actualmente ésta tiene su razón de ser en la lesión que los particulares sufran en sus derechos, aún con prescindencia de que la acción originaria del daño se hubiere ejercido legalmente por el ente público.  Con respecto a éstos últimos conceptos, GARCIA DE ENTERRIA Y FERNANDEZ, enseñan: "Quedan de este modo incluidos en la fórmula legal no sólo los daños ilegítimos que son consecuencia de una actividad culpable de la administración o de sus agentes, supuesto comprendido en la expresión 'funcionamiento anormal de los servicios públicos', sino también los daños producidos por una actividad perfectamente lícita, como indica claramente la referencia explícita que el legislador hace a los casos de 'funcionamiento normal' (o funcionamiento de los servicios públicos', simplemente, en el art. 1061 de la Constitución), lo cual supone la inclusión, dentro del ámbito de la cobertura patrimonial, de los daños causados involuntariamente o, al menos, con una voluntad meramente incidental, no directamente dirigida a producirlos, y, en definitiva, los resultantes de riesgo creado por la existencia misma de ciertos servicios, puesto que sólo se excluyen expresamente 'los casos de fuerza mayor' (precisión hoy ya constitucional), es decir, los 'acatamientos realmente insólitos y extraños al campo normal de las previsiones típicas de cada actividad o servicio, según su propia naturaleza.............................................................................................

“........................................................................................................................

Al constituir la institución de la responsabilidad de la Administración al margen de toda idea de ilicitud o culpa, el fundamento de aquélla se desplaza desde la respectiva tradicional de la acción del sujeto responsable (que parte de la concepción primitiva de ver en la responsabilidad patrimonial la sanción de una conducta culpable) a la del patrimonio de la persona lesionada.  La responsabilidad pasa a reposar de este modo sobre un principio abstracto de garantía de los patrimonios, dejando de ser una sanción personal por un comportamiento inadecuado para convertirse en un mecanismo objetivo de reparación, que se pone en funcionamiento sólo sí, en la medida en que, se ha producido una lesión patrimonial. El concepto de lesión patrimonial se convierte de este modo en el basamento mismo de sistema, lo cual hace especialmente necesario caracterizarlo con toda precisión desde un punto de vista técnico  -  jurídico; nada perjudicaría tanto al progresivo sistema establecido en nuestro Derecho que interpretarlo como una fórmula inespecífico, que o bien pudiese justificar cualquier pretensión indemnizatoria, por absurda que fuese, o bien remitirse a valoraciones de equidad según libres estimaciones de los aplicadores del Derecho en cada caso.  Nuestro sistema positivo, por el contrario reposa sobre un profundo rigor técnico que sólo precisa de una explicación coherente ". (Eduardo García de Enterría y Tomás Ramón Fernández; Curso de Derecho Administrativo; Tomo ll; Edt.  Cívitas S.A.; Madrid 1981; págs. 336 y 337). (Subrayas de la Sala).

Para esta Sala no resulta exótico, las nuevas tendencias sobre la responsabilidad administrativa del Estado, dado que en diferentes provincias, de una u otra manera, han sido acogidas, en mayor o en menor grado, pero eso sí, bajo la claridad manifiesta que no solamente la falta o falla en el servicio resulta ser la única fundamentación de aquélla.  Así en sentencia de 20 de febrero de 1989, se hicieron las siguientes precisiones.

La teoría del daño especial.  Se ha reconocido por la doctrina y la jurisprudencia que se compromete la responsabilidad patrimonial de la administración pública cuando ésta, en ejercicio de sus competencias y obrando dentro del marco de las disposiciones legales, causa con su actuación un perjuicio de naturaleza especial y anormal aun administrado, un daño que excede el sacrificio que el común de los ciudadanos debe normalmente soportar en razón de la peculiar naturaleza de los poderes públicos y de la actuación estatal.

"La existencia del Estado y su funcionamiento implica incomodidades o inconvenientes para los asociados, que estos deben soportar en aras  del bien colectivo en tanto y en cuanto esas incomodidades no sobrepasan un determinado umbral  - , el de la igualdad de los ciudadanos ante la ley y las cargas públicas.  Cuando quiera que se quiebre esa igualdad, aun por el obrar legítimo y ceñido al derecho de la administración, será preciso restablecerla, resarciendo los perjuicios que de tal manera hayan podido causarse, porque la equidad lo impone.  Con base en similares argumentos ha dicho esta Corporación

Responde el Estado, a pesar de la legalidad total de su actuación, de manera excepcional y por equidad, cuando al obrar de tal modo, en beneficio de la comunidad, por razón de las circunstancias de hecho en que tal actividad se desarrolla, causa al administrado un daño especial, anormal, considerable, superior al que normalmente deben sufrir los ciudadanos en razón de la especial naturaleza de los poderes y actuaciones del Estado, rompiéndose así la igualdad de los mismos frente a las cargas públicas, o a la equidad, que debe reinar ante los sacrificios que importa para los administrados la existencia del Estado ". (Sentencia del 28 de octubre de 1976: "ANALES DEL CONSEJO DE ESTADO", Tomo 91 , Nos. 45 1 452, págs 710 y 711).

Esta teoría se aplica de manera excepcional y por equidad, precisamente porque es subsidiaria, de modo que ha de recurriese a ella tan solo en eventos en los que el caso concreto examinado no logre un encasillamiento dentro de los otros regímenes de responsabilidad y se aprecie por el sentenciador que esa ausencia de tipicidad, si así puede decirse, comporta vulneración injustificada del principio de equidad.  Por ello es quizás aquélla en la cual el fundamento mediato de la responsabilidad, que consiste en la violación del principio de igualdad frente a las cargas públicas que cumplen la constitución, opera de manera directa'. (Expediente No 4655; Actor Alfonso Sierra Velásquez; Consejero Ponente : Dr. Antonio José de Irisarri Restrepo.  En Extractos de Jurisprudencia del Consejo de Estado, primer trimestre de 1989, Tomo Il, publicaciones Caja Agraria, Bogotá. págs. 249 y 250).

Por otra parte, las razones de equidad que deben orientar al intérprete del derecho, también han sido relevadas por ésta Sala, para darle cabal cumplimiento a los principios que actualmente orientan la responsabilidad administrativa del Estado, cuando al ocuparse de la teoría de la responsabilidad por el riesgo excepcional reconoce que a pesar de demostrarse diligente actuación del ente administrativo el perjuicio también puede ser achacable a la entidad, pues, " si bien la falla del servicio es el régimen de derecho común de la responsabilidad extracontractual del Estado, bien pueden existir regímenes diferentes a aquél de derecho común.                                                  

La afirmación anterior reviste importancia precisamente frente a perjuicios como el que plantea el presente proceso, en los cuales así se desconozca el porqué de un accidente, la Corporación considera procedente la indemnización, y con apoyo en el principio de jura novit curia, aplique la teoría del riesgo excepcional". (Sentencia de 22 de agosto de 1989, Expediente N' 5408 (317); Actor: Daniel Pira Amaya, en Extractor de Jurisprudencia del Consejo de Estado, tercer trimestre de 1989, publicación de la Caja Agraria, Tomo V, pág 283).

Agrega la sentencia que se acaba de citar que " en múltiples ocasiones, el régimen de responsabilidad administrativa fundado en la falla del servicio es insuficiente para explicar la procedencia de la reparación de perjuicios que, en términos de equidad, deben ser resarcidos, no con base en tal régimen como lo hizo el a - quo, sino con apoyo en la teoría del riesgo excepcional como ha considerado la jurisprudencia de la Corporación y se hace en esta sentencia ". (Ob. cit. , pág. 284).
(Subrayas de fuera del texto).

Al tomar en cuenta la teoría del daño especial y compaginarla con la tesis que estructura la responsabilidad administrativa en el rompimiento del principio de la igualdad ciudadana frente a las cargas públicas, en sentencia de 30 de enero de 1987, esta Sala razonó de la siguiente manera: " Se puso en evidencia que la obra del puente de la Calle 53 con la carrera 30 produjo un daño de carácter excepcional a los dueños del inmueble aledaño a dicha obra (N' 28 - A - 05 de la Calle 53).  Daño o perjuicio que no, surge de una falla del servicio (la actividad de la entidad demandada fue legítima) sino del hecho de habérsele impuesto, a los demandantes una carga especial en beneficio de la comunidad.  Carga que rompe el principio de la igualdad frente a las cargas públicas (forma del principio general de la igualdad ante la ley)". (Expediente No  4493: Actor: Bertha María Martínez Zamudio; Consejero Ponente Dr. Carlos Betancur Jaramillo).  Iguales consideraciones se contemplan en sentencia de 3 de mayo de 1990 de esta Sala. (Expediente N' 5497; Actor: Bernardo Méndez B. y otro; Consejero Ponente: Dr. Antonio José de Irisarri Restrepo).

Frente a un caso juzgado por esta Sala, en donde las fuerzas del orden actuaron activamente para contrarrestar la acción bélica contra el mismo grupo subversivo M -  19, según hechos ocurridos en Cali en los días 1,2,3 y 4 de diciembre de 1985, resultaron muertos y heridos varios habitantes del barrio " Siloé ", la sentencia de 24 de abril de 1991, discurrió así: "Ciertamente ese operativo militar antiguerrillero cumplido en Cali los días 30 de noviembre y 1 de diciembre del año 1985 fue una acción legítima de las fuerzas armadas, porque ese reducto guerrillero implicaba peligro y amenaza permanente sobre la ciudad, sus habitantes y autoridades.  Actuación que se cumplió en beneficio de toda la comunidad y en función de proteger sus intereses. Pero esa operación bélica puso a las familias domiciliadas en este sector en situación de que da respuestas aun riesgo de naturaleza excepcional, que excedió las cargas que normalmente deben soportar los ciudadanos como contrapartida por la protección y amparo que les brindan los organismos del Estado.  Si el riesgo se consume y ocasiona un daño sin culpa de la víctima, hay lugar a responsabilidades de la administración aunque no pueda decirse que hubo culpa o falta del servicio estatal.

" Debe concluirse por consiguiente que se configuraron los supuestos de la responsabilidad sin falta del Estado y que los actores tienen derecho a indemnización, porque se rompió la igualdad de los ciudadanos frente a las cargas públicas, la equidad que debe reinar para todos los ciudadanos ante los sacrificios que implica para los administrados la existencia del Estado y las actuaciones legítimas de sus fuerzas armadas.

En varias oportunidades esta Sala para identificar los casos en que se configura la responsabilidad del Estado en el ámbito extracontractual ha precisado las características y alcance de la que se conoce como 'responsabilidad por daño especial', también, 'responsabilidad sin falta"' (Expediente N' 6110; Actor: Octavio Potes y otros; Consejero Ponente Dr. Policarpo Castillo Dávila: sentencia de 24 de abril de 1991.)

En reciente sentencia, la Sala después de analizar diversos criterios en que se apoya la responsabilidad de la administración, consignó lo siguiente

Reestudiada la jurisdicción vigente, y particularmente el fallo de 8 de marzo de 1984, que se cita en la sentencia, la Sala considera que la situación fáctica que se recoge en la 'causa petendi' debe manejarse a la luz de la idea de 'LESION'”, como todo perjuicio antijurídico, que es la base o fundamento del deber de reparación..............”

" Dentro de este marco, la responsabilidad de que trata el artículo 2350 del C.C. , se toma OBJETIVA en el derecho administrativo, pues como lo enseña el profesor J. M. DE LA CUEVA "...no se trata de ningún perjuicio CAUSADO antijurídicamente, sino un PERJUICIO ANTIJURIDICO EN SI MISMO; por otra parte, se desvincula de la licitud o ilicitud de la actuación de la que se deriva la  lesión, con lo que se hace capaz de abarcar la totalidad de supuestos de responsabilidad posibles.  La jurisprudencia, por su parte, ha acogido ampliamente los términos en que está formulada la teoría insistiendo especialmente en la idea de que la responsabilidad surge cuando un particular no está obligado a soportar un detrimento patrimonial". (Sentencia de 27 de junio de 1991; Expediente N' 6454; Actor: Edgar Pérez Rodríguez y otra; Consejero Ponente Dr. Julio César Uribe Acosta). (Subrayas de la sentencia).

5. Descendiendo de lo teórico y abstracto  al caso particular propuesto por el demandante Aníbal Orozco Cifuentes, se colige que no asiste razón al a - quo cuando en su sentencia y como último argumento para negar las pretensiones de aquél, discurrió alrededor de la falla en el servicio, de manera exclusiva como si se tratara de la única fuente de responsabilidad administrativa. Por ello, la sentencia no será confirmada y, en cambio, la Sala accederá a las súplicas del libelo demandatario, aunque de manera explícita el actor no hubiere invocado como fundamento de sus pretensiones las bases doctrinarias y jurisprudenciales que se acaban de dejar vislumbradas en el considerando anterior. Como bien se sabe, es tarea del juzgador adecuar los hechos narrados por las partes a la normatividad legal y principios jurídicos que corresponda según el legendario principio jura notiv curia, pues, lo único que no puede suplirse son las informaciones fácticas.

Del análisis probatorio que atrás hizo la Sala, no cabe duda alguna que el grupo guerrillero M - 19 irrumpió injustamente en ataque bélico contra el cuartel de la policía de la población de Hererra Departamento del Tolima, el 1 de julio de 1985 desde tempranas horas de la madrugada, efectuando desmanes de todo género en contra de la vida, la integridad personal y bienes pertenecientes no solamente a la institución policiva allí localizada, sino además contra múltiples de los ciudadanos allí radicados.

La Sala entiende, como también entendió el demandante, que el exiguo número de agentes policiales destinados a mantener el orden público y a garantizar la vida, honra y bienes de los habitantes de aquél alejado rincón del país, obrando dentro del límite de sus capacidades, hasta el punto de que los supérstites bien merecieron distinciones y condecoraciones por coraje y valentía al tratar de defenderse y defender a los pobladores del lugar, del cobarde ataque irrogado por el comando guerrillero, pero ello no es óbice para que con aplicación de las tesis antes esbozadas la Nación Colombiana resulte condenada por responsabilidad administrativa y tenga que indemnizar los daños que aquí se demandar.

No puede perderse de vista que de no hacerse responsable a la Nación Colombiana, como se enuncia en el páragrafo anterior bien, aplicando el principio de responsabilidad por daño especial, ora siguiendo las enseñanzas de quienes abogan por la responsabilidad originada en el desequilibrio o rompimiento de las cargas públicas (o desigualdad de los ciudadanos ante la Ley), o, por último, como lo entiende esta Sala, según la teoría de la "lesión" al patrimonio del administrado, se desconocería la noción de equidad. Nadie comprendería cómo un modesto ciudadano (Aníbal Orozco Cifuentes), que demostró ánimo de colaboración para con las autoridades de policía al confiarle a título de arrendamiento el inmueble que poseía en la población de la Herrera, tuviera que soportar, de manera exclusiva, la pérdida de uno de los elementos integrantes de su patrimonio.

La responsabilidad administrativa que se le enrostra a cualquier ente público, solamente se neutralizará mediante la demostración plena que la entidad demandada hiciera para tipificar culpa exclusiva de, la víctima, intervención de un tercero o fuerza mayor.  Ninguna de éstas situaciones se han demostrado en el sub - lite.

6. En punto relacionado con el perjuicio, se demanda la indemnización por "todos los daños y perjuicios padecidos en su patrimonio moral y económico alegándose solidaridad entre la Nación Colombiana (Ministerio de Defensa Policía Nacional) y el Departamento del Tolima, distinguiendo entre el daño emergente y el lucro cesante y una suma consolidada para la fecha del daño, en cinco millones de pesos ($5'000.000.oo) como mínimo y, una segunda por concepto de la rentabilidad legal de la propiedad que para la fecha de presentación de la demanda el actor estimó en la suma de un millón doscientos mil pesos mete. (1'200.000.oo). Se consigna en la demanda que habrá de aplicársela indexación "sobre la suma que en definitiva, se establezca que tenía el inmueble en el momento de la destrucción" y, finalmente que el valor por lucro cesante se extienda hasta cuando se pague el importe de la indemnización.

De primer momento habrá de aceptarse que el acervo probatorio arroja como daño material, la pérdida total de la construcción poseída por el demandante hasta el punto de calificarse sus restos como "escombros"; dicha destrucción fue producto de la actuación bélica de los guerrilleros del M - 19, que tenía sobre dicha edificación el blanco propicio de su conducta punible, pues para nadie resulta difícil pensar que el primero de los propósitos era inutilizar el cuartel de, policía y sus ocupantes, para posteriormente sin restricción de ninguna clase proseguir con sus demandas y fecharías.

Ocurre sin embargo que al no producirse la prueba pericial pretendida por el demandante, respecto de la cuantía o monto de los daños materiales, tan sólo se tiene información por la diligencia de inspección judicial y peritación que para efectos penales se llevaron a cabo por el Juzgado 23 de Instrucción Criminal del Tolima, y, que esta Sala entiende como demostrativas de la ocurrencia de los destrozos o daños, más no cuanto atañe a su cuantía. Razón por la cual la condena que se imponga será en abstracto y para su concreción se tramitará incidente el cual deberá intentarse por el demandante dentro de los 60 días siguientes a cuando se notifique el auto que profiera el a - quo ordenando cumplir lo que aquí se resuelva.  Para efecto de liquidar la condena en abstracto, se observarán las siguientes bases:

a) Mediante inspección judicial, documentos, testimonios y peritaciones, con miras a cuantificar el daño emergente, se establecerá si la construcción a Aníbal Orozco Cifuentes que fue destruida el 1 de julio de 1985, ya que reconstruida refaccionada o repuesta; si fue repuesta íntegramente cuál o cuáles fueron su costos históricos, precisando los diversos momentos en que se hicieron los pagos o erogaciones para tal menester; si la referida construcción no ha sido respuesta, cuál sería el valor que hubiere de sufragársela, al momento de la práctica de las pruebas, para efectuar tal reposición; si se ha llevado a cabo la reconstrucción o refacción parcial, habrá de precisarse con claridad en qué consiste tal reconstrucción, cuál su costo histórico, a qué porcentaje de la construcción pretérita o pasada equivale y qué porcentaje faltaría por reconstruir, indicando el precio del mismo para la época de las pruebas.

b) Con base en los mismos medios probatorios atrás señalados, con cualquiera de ellos y aún con otros, si los hubiere, se determinará cuál era la renta, canon o precio que el inmueble destruido generaba para el 1 de julio de 1985 cuáles los precios o rentas que mensualmente debieron haberse producido, en condiciones normales, el inmueble referido desde el l de julio de 1985 y hasta la época de producción de la prueba.

c) Se allegarán los índices de precios al consumidor y los índices de precios al por mayor procesados y que certifique que el Departamento Administrativo de Estadística DANE, vigentes desde el 1 de julio de 1985 y hasta cuando se expida tal certificado, a efecto de que los peritos que designe el Tribunal puedan poner en valor presente los valores históricos que por daño emergente y lucro cesante deberán liquidarse según las orientaciones o bases de los dos ordinales anteriores.

Aunque se ha pretendido reconocimiento por perjuicios morales, que bien pueden suscitarse en casos como el que nos ocupa, la Sala negará tal  reconocimiento porque no existe ni la más elemental prueba de que ellos hubieran tenido ocurrencia, razón por la cual aplicará el principio de la carga de la prueba para absolver la Nación Colombiana de esta súplica.

7. Por último, como la demanda intenta condena solidaria en contra de la Nación Colombiana (Ministerio de Defensa - Policía Nacional) y el Departamento del Tolima, se exonerará a este porque no se dan los supuestos de la solidaridad pretendida.

De lo que viene, esta Sala no puede respaldar la sentencia proferida por el Tribunal del Tolima, ni tampoco aceptarlas insinuaciones formuladas por la señora Fiscal Séptima de esta corporación y, revocada que sea la sentenciada primer grado dictará la que habrá de reemplazarla.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la república de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:

PRIMERO. - REVOCASE en su totalidad la sentencia de 28 de septiembre de 1989, proferida por el Tribunal Administrativo del Tolima.

SEGUNDO. - DECLARASE administrativamente responsables a la Nación Colombiana Ministerio de Defensa - Policía Nacional, de todos los perjuicios materiales, daño emergente y lucro cesante, causados al ciudadano Aníbal Orozco Cifuentes, con ocasión de la toma guerrillera sucedida el 1 de julio de 1985 en la casa donde operaba el cuartel de la Policía en la localidad de Herrera, municipio de Río Blanco, departamento del Tolima.

TERCERO. - Condénase, en abstracto, a la Nación Colombiana Ministerio de Defensa  -  Policía Nacional, apagarle a Aníbal Orozco Cifuentes el monto de dinero necesario para resarcirle los daños y perjuicios materiales señalados en el punto anterior.

CUARTO. - Tramítase incidente, conforme a lo reglado por los arts. 137 del C. de P.C. y 172 del C.C.A. con miras a liquidar el daño emergente y el lucro cesante reconocidos en favor de Aníbal Orozco Cifuentes. La parte actora intentará el incidente dentro de los 60 días siguientes al de la notificación del auto proferido por el a - quo y que ordene cumplir aquí resuelto, siguiendo las bases y orientaciones de la parte motiva.

QUINTO. -  Niéguese la condena solicitada por concepto de perjuicios morales.

SEXTO. - Absuélvase de todas las pretensiones formuladas contra el departamento del Tolima.

SEPTIMO. - Dese cumplimiento a lo establecido por los arts. 176 y 177 del C.C.A.

Cópiese, Notifíquese, Cúmplase y Devuélvase al Tribunal de origen.

Esta providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en sesión de fecha

Carlos Betancur Jaramillo                                  Juan de Dios Montes Hernández
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